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CATALUÑA

El Tribunal Catalán de Contra-
tos del Sector Público
supendió por segunda vez, de
manera cautelar, el acuerdo
marco diseñado por el depar-
tamento de Enseñanza y que
fijaba las condiciones para
prestar el servicio de comedor
escolar en 190 centros delMa-
resme y Vallès Oriental. Es la
segunda vez que el órgano fis-
calizador paraliza los pliegos
tras aceptar los recursos pre-
sentados por la Asociación ca-
talana de Empresas de Lleure,
Educación y Cultura (Acellec).

El verano pasado, el tribu-
nal declaró la nulidad parcial
del acuerdo, lo que obligó a
Enseñanza a volver a realizar
los pliegos que Enseñanza hi-
zo públicos de nuevo la prime-
ra semana de diciembre. Pep
Montes, gerente de la asocia-
ción, explicó ayer que el nue-
vo texto no es satisfactorio por-
que, por ejemplo, “no recono-
ce que el servicio de comedor
escolar tiene un carácter edu-
catico y no es únicamente de
hostelería y restauración”.

Tanto Acellec como la Fe-
deración de Asociaciones de
Padres y Madres de Familia
(FAPAC) también critican que
el modelo de acuerdo marco
excluya a los centros de poder
decidir sobre el servicio de co-
medor. Una portavoz de Ense-
ñanza explicó que se estudia-
rá el dictamen del tribunal.

El exalcalde de Barcelona Xavier
Trias acusó ayer al gobierno de
Ada Colau de obligar a los agen-
tes de la Guardia Urbana de Bar-
celona a prevaricar constante-
mente al permitir que losmante-
ros vendan ilegalmente produc-
tos falsificados. Trias culpó a la
propia alcaldesa de la actitud del
cuerpo policial municipal, aun-
que aseguró que no la denuncia-
rá por permitir este tipo de accio-
nes delictivas.

El exalcalde y actual presiden-
te del grupomunicipal de CiU en
Barcelona afirmó la mañana de
ayer: “Es muy triste lo que está
pasando en Barcelona, una ciu-
dad donde debe respetarse la le-
galidad”. Trias recordó que du-
rante las fiestas de Navidad pa-
seó por la calle Portaferrisa del

centro de la ciudad y topó con un
espectáculo “triste”. “La Guardia
Urbana daba tiempo a los vende-
dores ilegales para que recogie-
ran sus productos falsificados y
se fueran del lugar sin requisar
lamercancía”, lamentó el conver-
gente. “Esta forma de actuar de
nuestros agentes responde a una
orden de la propia alcaldesa, ór-
denes que no deberían darse”,
criticó.

El líder nacionalista condenó
“la actitud pasiva del Ayunta-
miento que incluso crea un efec-
to llamada” de vendedores ilega-
les. Aun así, y pese a tener muy
claro que se está prevaricando
ya que “se permite la venta de
productos falsificados y no se ac-
túa para impedirlo” Trias fue ta-
jante al afirmar que “no denun-
ciaremos”. El exalcalde apuntó a

otros colectivos como “los comer-
ciantes que están muy indigna-
dos” para que se personen con-
tra el Consistorio.

Trias defendía que la mejor
manera de solucionar el proble-
ma de la venta ilegal es seguir
con las políticas que había instau-
rado el convergente cuando esta-

ba al frente del consistorio. “No
se puede eliminar el fenómeno
pero la Guardia Urbana tiene
que actuar para que no prolife-
re”, sentenciaba.

El convergente apostaba ayer
—“como ya lo anuncié en mis
años en el Congreso de los Dipu-
tados”— por reformar la ley de

extranjería y permitir que los
vendedores ilegales obtengan un
permiso temporal para que pue-
dan trabajar.

Además, el exalcalde también
criticó que el gobierno de Barce-
lona enComúno está “proporcio-
nando una atención social a los
manteros”.

Para elaborar el informe, el equi-
po del MCPT visitó dos centros
geriátricos, dos residencias para
personas con discapacidad, 25 co-
misarías y ocho centros peniten-
ciarios, entre otros. Ribó aseguró
que un análisis a los libros de in-
greso de los equipamientos para
adultos mayores reveló que es
“una práctica habitual” que se
acepten como voluntarios los in-
gresos que realizan familiares de
ancianos que, si bien no están in-
capacitados, no se encuentran en
condiciones de aceptar o recha-
zar su internamiento.

Un decreto de hace 16 años
del departamento de Bienestar
Social, que regula el Sistema cata-
lán de Servicios Sociales, determi-
na que cuando las personas no
pueden manifestar su voluntad
en el momento del ingreso, el
cónyugue, la pareja de hecho, los
hermanos o los ascendentes y
descendentes de primer grado
pueden hacerlo por ellos.

Sin embargo, el libro segundo
del Código Catalán, de 1998, ya
establecía de la necesidad de una
autorización judicial previa en el
caso de que la persona que se
ingresará se encuentra en una si-
tuación “que no le permita deci-
dir por ella misma”. El decreto
tiene en cuenta la notificación ju-

dicial posterior sólo en el caso de
urgencia, dentro de un plazo d
24 horas. En estos casos el direc-
tor del centro se convierte en el
guardador de hecho.

ElMCPT, de acuerdo a un dic-
támen del Ilustre Colegio de Abo-
gados de Barcelona (ICAB), consi-
dera que siempre es necesaria la
autorización judicial para no vul-
nerar los derechos fundamenta-
les de las personas internas. “Se-
ría conveniente sensibilizar a la
población sobre la importancia
de tener firmado un documento

de voluntades para asegurar
que, llegado el momento, se res-
peten las decisiones tomadas con
capacidad”, recomendó el Síndic.

“Las normas siempre han pre-
tendido ir en el beneficio de la
atención de las personas”, asegu-
ró Carmela Fortuny, directora ge-
neral del Instituto Catalán de
Asistencia y Servicios Sociales
(ICASS). Los servicios jurídicos
de Bienestar, añadió una porta-
voz del departamento, revisarán
las normativas señalas por el Sín-
dic para mirar si existe alguna

inconsistencia. Desde ACRA, que
agrupa a gran parte de las resi-
dencias, señalan que los protoco-
los que recomiendan a los geriá-
tricos para gestionar los ingresos
establecen están basados en los
requisitos fijados por Bienestar
del 2000. Ribó pidió una modifi-
cación legal y comunicó las in-
congruencias al Tribunal Supe-
rior de Justicia de Cataluña.

Protocolo de Estambul
Por otra parte, la memoria del
MCPT alertó del desconocimien-
to de acuerdos anti tortura de la
ONU por parte de cuerpos de se-
guridad y sanitarios, entre
otros. En específico se refirió al
protocolo de Estambul, el Ma-
nual de Investigación y Docu-
mentación Efectiva sobre Tortu-
ra, Castigos y Tratamientos
Crueles, Inhumanos o Degradan-
tes aprobado por la ONU hace
16 años. “Es un gran desconoci-
do en España y Cataluña”, dijo
Ribó. El documento, por ejem-
plo, establece que las exploracio-
nes médicas solo deben estar
presentes el paciente y el médi-
co y que sólo en circunstancias
excepcionales se puede contar
con la presencia de una tercera
persona.
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ElMecanismo Catalán de Prevención contra la
Tortura (MCPT), que depende del Síndic de
Greuges de Cataluña, alertó ayer de geriátri-
cos en donde hay ancianos ingresados contra
su voluntad. La denuncia hace parte de la me-

moria anual que Rafael Ribó presentó a la pre-
sidenta del Parlament. El informe asegura que
hay una contradicción legal respecto a si se
puede considerar voluntario el ingreso de un
abuelo que solicite un familiar o persona cerca-
na si éste no está jurídicamente incapacitado.

Tanto el departamento de Bienestar como la
Asociación Catalana de Recursos Asistenciales
(ACRA) aseguraron que actúan de acuerdo con
lo que establece la ley. Ribó también reprochó
la falta de conocimiento de protocolos interna-
cionales contra la tortura.

Residencia geriátrica en Sant Feliu de Llobregat. / CARLES RIBAS


